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               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA
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Pereira, julio veinticinco de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00680-00
Acta N° 349 de julio 25 de 2016
  



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Ana María Salazar Gallego, en representación de su hija María Salomé Martínez Salazar, y por intermedio de defensor público, en contra de la Dirección General de Sanidad Militar, a la que fue vinculado el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de esta ciudad.
ANTECEDENTES

  



Ana María Salazar Gallego, en representación legal de la niña María Salomé Martínez Salazar, y por conducto de defensor público, demanda por esta especial vía, la protección de los derechos fundamentales “a  la VIDA, SALUD y VIDA EN CONDICIONES DIGNAS” de los que es titular y que estima conculcados por la Dirección General de Sanidad Militar.
Se expuso, en síntesis, que María Salomé, de 7 años de edad, beneficiaria de del sistema de salud de Sanidad Militar, desde el mes de noviembre del año 2015 presenta lesiones verrugosas, posiblemente “MELANOMA”, que corresponde al tipo más serio de cáncer de piel; por ello, el médico general solicitó “VALORACIÓN URGENTE POR DERMATOLOGÍA”. Acudió a las oficinas de sanidad en el Batallón San Mateo, pero le informaron que carecían de presupuesto y no contaban con convenio para ese particular, y pese a insistir en la atención, aún persiste la negativa; esa pasividad de la parte accionada pone en peligro la vida de la menor y su familia es de escasos recursos económicos para sufragar directamente los gastos que demanda su afección.

Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, que se ordene a la parte demandada garantizar la inmediata valoración por dermatología; no se dilate la autorización de servicios, y que se garantice el acceso a un tratamiento integral. Como medida provisional se deprecó lo relacionado con la referida valoración.
Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias del diagnóstico presuntivo y la orden de remisión prioritaria para atención especializada.

  



Mediante auto del 11 de julio se dio impulso a la acción y se ordenó la vinculación del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”; se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se concedió la medida previa solicitada, para que en el término de un (1) día se procediera a la atención de la menor. Oportunamente intervino la directora del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 y dijo que la interesada podía acercarse a sus instalaciones a partir del 19 de julio, para hacerle entrega de la respectiva autorización y que la accionante no se encuentra frente a un perjuicio irremediable, por lo que solicitó declarar la improcedencia de la acción. 
 



Por su parte, el Director General de Sanidad Militar, explicó que esa entidad es la encargada de administrar los recursos, en cumplimiento de lo prevenido por la Ley 352 de 1997, los que se transfieren al inicio de cada vigencia a la dirección de Sanidad, con el fin de ser distribuidos entre los establecimientos de Sanidad Militar para la prestación de los servicios de salud; como la demandante se encuentra en estado activo, tiene acceso por intermedio del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8.

 


 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

Haciendo uso de esa garantía, Ana María Salazar Gallego, como representante de la niña Ana María Salazar Gallego, y por conducto de defensor público, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima conculcados por la Dirección General de Sanidad Militar, por la negativa de prestarle la atención especializada por dermatología que requiere, ya que se aduce por parte del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 Batalla de San Mateo, que carece de presupuesto para ese fin. 

A ese Dispensario se le vinculó como accionado, si bien, como se explica en la respuesta de la Dirección General de Sanidad Militar, es el ente primario en la atención de su afiliada. 
 



Se sabe que los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de niños, niñas o adolescentes
, pues por vía directa lo ha señalado así el artículo 44 de la Carta Política, en tanto que el parágrafo del artículo 6º de la citada ley, refiere la aplicación de los principios del régimen de salud, con acciones afirmativas en beneficio de este grupo poblacional, entre otros. 
  



Precisamente, el caso de ahora involucra a una niña que, según lo dejan ver los documentos allegados con el libelo, pasa por una delicada situación. En efecto, y sobre ello nada refutó la parte accionada, requiere con urgencia valoración por dermatología, la que pese a haber sido autorizada durante este trámite, al parecer forzada por la medida cautelar ordenada, de todas formas no se ha materializado.
 



Debe tenerse en cuenta que por su condición de sujeto de reforzada protección constitucional, requiere un esmerado trato, que debe estar acompañado de la posibilidad de recibir las atenciones médicas de toda índole para facilitar no solo su normal desarrollo y crecimiento, sino una vida en condiciones de dignidad; nada de ello puede ser truncado por aspectos de orden reglamentario o excusas de orden presupuestal.

No se requiere en este caso mayor esfuerzo para concluir el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, entre ellos, los de la salud y la vida, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que ha existido una injustificada dilación en la especializada atención que fue dispuesta por el galeno general. De hecho, las denuncias de que da cuenta la acción de tutela no fueron desestimadas al momento de contestar por parte de la Directora del Dispensario Médico del Batallón; por el contrario, solo ahora con la respuesta se dice que la madre de la niña puede acercarse a una dependencia para reclamar la autorización de rigor, pero sin que a la fecha se tenga noticia de su efectiva prestación, ya que, por el contrario, según constancia de folio 20 no se ha materializado.
  



No se olvide, en todo caso, que lo que está en juego es el derecho al diagnóstico, como que a partir de su resultado se podrá concretar la patología que presenta y determinar los procedimientos, medicamentos u otros servicios que sean adecuados para su tratamiento. En este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del diagnóstico. Recientemente, en la sentencia T-100 de 2016, señaló: 
4.3. 
El derecho al diagnóstico como componente del derecho a la salud, en términos de esta Corporación, implica una valoración técnica, científica y oportuna que defina con claridad el estado de salud del paciente y los tratamientos médicos que requiere. Son tres las etapas de las que está compuesto un diagnostico efectivo, a saber: identificación, valoración y prescripción. La etapa de identificación comprende la práctica de los exámenes previos que se ordenaron con fundamento en los síntomas del paciente. Una vez se obtengan los resultados de los exámenes previos, se requiere una valoración oportuna y completa por parte de los especialistas que amerite el caso, quienes, prescribirán los procedimientos médicos que se requieran para atender el cuadro clínico del paciente.” 

  



Precisamente en el asunto que nos ocupa, está de por medio este derecho, lo que deja al descubierto que el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8, ha resquebrajado los intereses fundamentales reclamados, sin que sea de recibo su argumento de que no existe un perjuicio, pues, es claro que la demora en la valoración conlleva un desmedro en las condiciones de salud y de vida de la niña.
En tal orden de ideas, se ampararán los derechos invocados, y se ordenará a la Directora del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” que, en forma inmediata, siguiendo lo ya dispuesto en la medida provisional, materialice la atención especializada por dermatología a la accionante.

Se concederá, igualmente, la prestación del tratamiento integral que se derive de dicha atención, que ha de incluir, medicamentos, insumos e intervenciones quirúrgicas que se llegaren a disponer; lo anterior, con el fin de evitar más traumatismos como los de ahora . 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración o amenaza respecto de los derechos reclamados en amparo.
 



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
  



RESUELVE:    





   
1° 

CONCEDER el amparo impetrado por Ana María Salazar Gallego, en representación de su hija María Salomé Martínez Salazar, en contra de Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de esta ciudad.
2°
 En consecuencia, se ordena a su directora (e), Sub Teniente Ana María Lamprea Noguera, o quien haga sus veces, que de manera inmediata, siguiendo lo ya dispuesto en la medida provisional, disponga la valoración efectiva por dermatología a la accionante.

3º. 
Se concede el tratamiento integral que se derive de esa valoración, incluyendo los tratamientos, medicamentos, insumos e intervenciones quirúrgicas que sean necesarios, frente a las patologías que el especialista determine. 

De ello se dará cuenta a esa Sala.

Se absuelve a los demás involucrados dentro del asunto. 





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

  



Si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese el expediente, en caso de que no se requiera ningún trámite adicional. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-425 de 2013


� En relación con el derecho al diagnóstico, en la sentencia T-366 de 1999 (MP. José Gregorio Hernández Galindo) se precisó: “El derecho a la seguridad social, ligado a la salud y a la vida de los afiliados al sistema y de sus beneficiarios, no solamente incluye el derecho a reclamar atención médica, quirúrgica, hospitalaria y terapéutica, tratamientos y medicinas, sino que incorpora necesariamente el derecho al diagnóstico, es decir, la seguridad de que, si los facultativos así lo requieren, con el objeto de precisar la situación actual del paciente en un momento determinado, con miras a establecer, por consecuencia, la terapéutica indicada y controlar oportuna y eficientemente los males que lo aquejan o que lo pueden afectar, le serán practicados con la prontitud necesaria y de manera completa los exámenes y pruebas que los médicos ordenen.” Este derecho ha sido desarrollado por esta Corporación en diferentes sentencias, entre las que se encuentran, entre otras, las sentencias T-367 de 1999 (MP. José Gregorio Hernández Galindo), T-289 y T-849 de 2001 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-1027 de 2005 (MP. Alfredo Beltrán Sierra), T-690A de 2007 (MP. Rodrigo Escobar Gil), T-717 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-639 del 2011 (MP. Mauricio González Cuervo), T-025 del 2013 (MP. María Victoria Calle Correa), T-033 del 2013 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-737 del 2013 (MP. Alberto Rojas Ríos), T-433 del 2014 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
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